Procedimiento Ordinario nº 575/2012-EJ

Juzgado de 1ª Instancia nº 44

             Barcelona

A U T O 

En Barcelona a tres de septiembre de dos mil trece. 

ANTECEDENTES   DE   HECHO

Único.- El pasado 30.04.2012 se presentó por Dª Francesca Bordell Sarró, Procuradora de los Tribunales, actuando en representación de Dª XXXXXXXXX, demanda de juicio ordinario frente a “Zurich España Compañía de Seguros y Reaseguros S.A.”. En ella tras exponer los elementos de hecho y derecho que estimó pertinentes, solicitó de este Juzgado se dictara sentencia por la que se condenara a la demandada a satisfacer a D YYYYYYYY la cantidad de 1.058.872,90 € mas los intereses previstos en el art 20 LCS, todo ello con expresa imposición de las costas derivadas en el juicio dada su temeridad y mala fe.

Tras la tramitación del procedimiento y la concreción por la parte actora en la audiencia previa de ser el monto reclamado la cantidad de 750.000 € al ser el máximo cubierto por la demandada, el 18.02.2013 se dictó por este Juzgado sentencia por la que se desestimó la demanda presentada por Dª Francesca Bordell Sarró, Procuradora de los Tribunales, actuando en representación de Dª XXXXXXXXXXX, frente a “Zurich España Compañía de Seguros y Reaseguros S.A.”, precisando que cada parte abonaría las costas generadas a su instancia y las comunes por mitad. 

El 27.06.2013 se presentó por Dª Francesca Bordell Sarró, Procuradora de los Tribunales, actuando en representación de Dª XXXXXXXXXXX escrito en el que formulaba recurso de apelación frente a la antes indicada sentencia en el que por medio de otrosí segundo se indicaba la imposibilidad de pagar las tasas, interesando el planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad en cuanto a la norma legal que las establecía. 

Ante la falta de aportación de la tasa, por medio de providencia de 1.07.2013 se requirió a la parte actora a fin de que la hiciera efectiva con apercibimiento de preclusión del acto procesal. 

El 11.07.2013 se presentó por Dª Francesca Bordell Sarró, Procuradora de los Tribunales, actuando en representación de Dª XXXXXXXXXXX, escrito en el que se manifestaba la imposibilidad de hacer efectiva la tasa, suscitando la cuestión de inconstitucionalidad y suspendiendo en su caso el plazo para hacerla efectiva. 

El 15.07.2013 se dictó por este Juzgado providencia en la que se indicaba la posible procedencia del planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad en cuanto al art 7 de la Ley 10/2012 en la redacción al mismo dada al mismo por el Real Decreto Ley 3/2013 de 22 de febrero, convalidado el 14.03.2013.

En relación a ello se presentó el 19.07.2013 escrito de alegaciones por parte del Procurador D Octavio Pesqueira Roca, actuando en representación de la Compañía Aseguradora Zurich y el 23.07.2013 por parte de Dª Francesca Bordell Sarró, Procuradora de los Tribunales, actuando en representación de Dª XXXXXXXXXXX, emitiendo su informe el Ministerio Fiscal el 26.07.2013. 

FUNDAMENTOS   DE   DERECHO

Primero.- La presente resolución tiene por objeto analizar la problemática que se suscita en las presentes actuaciones en relación al planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad respecto del art 7 de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses y en concreto en lo referente al abono de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en el orden civil en la redacción al mismo dada al mismo por el Real Decreto Ley 3/2013 de 22 de febrero, convalidado el 14.03.2013.

Tal tasa es exigible en el presente caso en relación al recurso de apelación planteado en relación a la sentencia dictada por este Juzgado el pasado 18.02.2013, en tanto en cuanto la parte que lo presenta no tiene reconocido el derecho a litigar gratuitamente (arts 3, 4, 5, 6 y 7 de la Ley 10/2012). 

La tasa no se presentó con el recurso, requiriéndose a la parte apelante por medio de providencia de 1.07.2013 a fin de que la hiciera efectiva con apercibimiento de preclusión del acto procesal (art 8 de la Ley 10/2012).  

Ante este requerimiento, el 11.07.2013 la apelante manifestó la imposibilidad de abonar la tasa, solicitando se suscitare la cuestión de inconstitucionalidad.

A la vista de lo anterior, y tras la indicación de subsanación verificada por este Juzgado, la resolución que procedería dictar en Derecho sería la que vendría determinada por la inadmisión a trámite del recurso de apelación y la declaración de la firmeza de la resolución en su día dictada (art 458 LEC) 

Partiendo de ello, y de cara al posible planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad, el art 35,2 LOTC indica que solamente es posible plantear una cuestión de inconstitucionalidad una vez concluso el procedimiento y dentro del plazo para dictar sentencia, o la resolución jurisdiccional que procediese. En el presente caso, la sentencia en las presentes actuaciones ya se ha dictado en fase de instancia, encontrándose el proceso en fase de apelación y ante la situación de tenerse que dictar una resolución de inadmisión a trámite del recurso de apelación y declaración de firmeza de la sentencia en su día dictada. Esta situación que se estima equivalente al presupuesto expresamente previsto en la LOTC para el posible planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad dados los efectos que ello tendría para la parte apelante (de inadmisión a trámite de una apelación y declaración de firmeza de la sentencia en su día dictada que vedaría el acceso a la segunda instancia), de ahí que se estime el presente momento procesal como pertinente a los efectos de plantear la problemática constitucional. 

Segundo.- Determinado en el anterior fundamento el objeto de la presente resolución la posibilidad procesal de plantear la cuestión de inconstitucionalidad, se procede al análisis de la problemática constitucional que se estima plantea la norma objeto de análisis: art 7 de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses y en concreto en lo referente al abono de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en el orden civil en la redacción al mismo dada al mismo por el Real Decreto Ley 3/2013 de 22 de febrero, convalidado el 14.03.2013

A tal efecto, la primera cuestión constitucional vendría determinada por el hecho de haberse empleado para la modificación de la regulación (art 7 de la Ley 10/2012), el mecanismo de un Real Decreto Ley (art 86,1 Constitución Española), el cual está previsto para una situación de extraordinaria y urgente necesidad.

En relación a tal exigencia de la concurrencia de una situación de extraordinaria y urgente necesidad, el Tribunal Constitucional ha declarado que la misma no es una cláusula o expresión vacía de significado dentro de la cual el lógico margen de apreciación política del Gobierno se mueva libremente sin restricción alguna. Consecuencia de lo anterior es que la doctrina del Tribunal Constitucional reconoce explícitamente su función de control al respecto. Así se dice que tal control tiene por finalidad: "…el aseguramiento de estos límites, la garantía de que en el ejercicio de esta facultad, como de cualquier otra, los poderes se mueven dentro del marco trazado por la Constitución". Ello implica que: "…el Tribunal Constitucional podrá, en supuestos de uso abusivo o arbitrario, rechazar la definición que los órganos políticos hagan de una situación determinada y, en consecuencia, declarar la inconstitucionalidad de un Real Decreto-Ley por inexistencia del presupuesto habilitante por invasión de las facultades reservadas a las Cortes Generales por la Constitución” (SSTC 11/2002; 137/2003; 189/2005; 329/2005;  68/2007; 31/2011; 137/2011; o 1/2012).

En cuanto a los supuestos en los que la doctrina del Tribunal Constitucional entiende legítimo el recurso al Real Decreto-Ley y con ello la concurrencia de una situación de “extraordinaria y urgente necesidad”, se indica que se da ante la presencia de situaciones concretas en las que los objetivos gubernamentales, por razones difíciles de prever, requieran una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes (SSTC 6/1983, 11/2002; 137/2003; 189/2005; 329/2005; 332/2005; 68/2007 o 137/2011). Como se señala en la STC 29/1982: "…es claro que el ejercicio de la potestad de control que compete a este Tribunal implica que la definición por los órganos políticos de una situación de -extraordinaria y urgente necesidad- sea explícita y razonada, y que exista una conexión de sentido o relación de adecuación entre la situación definida que constituye el presupuesto habilitante y las medidas que en el Decreto-Ley se adoptan, de manera que estas últimas guarden una relación directa o de congruencia con la situación que se trata de afrontar" (SSTC 182/1997 y 137/2003; 329/2005, 68/2007; 1/2012). Para ello se requiere de un examen sobre la concurrencia del citado presupuesto habilitante de la "extraordinaria y urgente necesidad" lo que exige de una valoración conjunta de todos aquellos factores que determinaron al Gobierno a dictar la disposición legal excepcional y que son, básicamente, "los que quedan reflejados en la exposición de motivos de la norma, a lo largo del debate parlamentario de convalidación, y en el propio expediente de elaboración de la misma" (SSTC 29/1982; 182/1997;  11/2002; , 137/2003; 189/2005; 329/2005; 68/2007; 137/2011 y 1/2012), debiendo siempre tenerse presentes "las situaciones concretas y los objetivos gubernamentales que han dado lugar a la aprobación de cada uno de los decretos-leyes enjuiciados (SSTC 6/1983, 182/1997; 11/2002; 137/2003; 189/2005; 329/2005; 68/2007 y 1/2012). 

Lo anterior exige el análisis de dos elementos: en primer lugar, los motivos que, habiendo sido tenidos en cuenta por el Gobierno en su aprobación, hayan sido explicitados de una forma razonada (SSTC 29/1982; 111/1983; 182/1997; 137/2003; 189/2005; 329/2005; y 31/2011); y, en segundo lugar, la existencia de una necesaria conexión entre la situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a la misma (SSTC 29/1982; 182/1997; 137/2003; 329/2005; 68/2007 y 31/2011).

En el presente caso, el Real Decreto Ley 3/2013 refiere en su exposición de motivos (con referencia a la Ley 10/2012) que: “La aplicación de la ley, sin embargo, ha puesto de manifiesto que pese a que las tasas, en abstracto y por sí mismas, no se consideran lesivas de derecho alguno, podrían llegar a darse casos concretos e individualizados en los que la cuantía fijada en la tasa resultara excesiva. Consecuentemente, aun partiendo de la legitimidad de la vigente configuración de la tasa, es necesario arbitrar los mecanismos que eviten que, ni siquiera con carácter residual, la cuantía de las tasas pueda generar efectos indeseados. Lo expuesto justifica la urgencia por acompasar la aplicación de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional con algunas de las medidas que hoy se incluyen en el anteproyecto de nueva Ley de Asistencia Jurídica Gratuita. Sin la coordinación de consecuencias jurídicas el funcionamiento del modelo podría verse afectado en su coherencia interna”.

La urgencia se justifica por ello en los efectos indeseados que, dado su importe, la aplicación de la tasa pudiere generar. Con ello se logra que la rebaja que para la tasa comporta el Real Decreto Ley 3/2013 se aplique de forma inmediata. 

Tal manifestación, si bien cabe entenderla positiva en la medida en que supone que la corrección en la cuantía de la tasa y su rebaja puede operar antes del momento en que ello pudiere hacerse de seguirse el trámite parlamentario, ello no obstante es discutible que suponga una respuesta a una verdadera situación de extremada y urgente necesidad que es aquello para lo que el art 86 de la Constitución prevé la figura del Real Decreto Ley, pues la situación de necesidad extrema (de estimarla concurrente, algo que es muy discutible) no tendría un origen objetivo, sino uno derivado del propio proceso de elaboración de la Ley 10/2012 y la cuantificación de la tasa que en la misma se hizo y en base a unas circunstancias que no consta se hayan visto alteradas significativamente y de forma inesperada entre el momento en que se dictó y aquel en el que se ha publicado el Real Decreto Ley 3/2013.

Lo anterior comporta que una primera duda de constitucionalidad en torno al precepto que aquí se analiza (art 7 de la Ley 10/2012 en la redacción que le ha dado el Real Decreto Ley 3/2013) deriva del propio empleo del mecanismo del Real Decreto Ley para proceder a su modificación por poder contravenir lo previsto en el art 86 de la Constitución Española. 

Tercero.- Junto a la anterior duda constitucional en relación al mecanismo normativo empleado, existe una segunda y que deriva de la propia cuantificación y estructura de la tasa en lo que respecta a las personas físicas. 

Tal tasa (y en lo que afecta a los recursos y en concreto al de apelación por planteado por parte de una persona física que es lo aquí analizado),  parte de un importe fijo de 800 € mas una cantidad variable consistente en aplicar a la base imponible una tasa de un 0,10 % con un límite de 2.000 €. Ello supone en el presente caso y para la apelación planteada una cantidad fija de 800 € mas otra variable de 750 €. 

Respecto a la constitucionalidad de las tasas judiciales (y en lo referente al régimen previo a la Ley 10/2012 que no operaba en relación a las personas físicas), ya existen pronunciamientos del Tribunal Constitucional (entre otros las STC 79/2012; 103/2012; 104/2012; 125/2012 o la 190/2012). En la primera de ellas se indica que la tasa persigue un interés legítimo, consistente en “contribuir a financiar el servicio público de la administración de justicia con cargo a los justiciables que más se benefician de la actividad jurisdiccional, disminuyendo correlativamente la financiación procedente de los impuestos, a cargo de todos los contribuyentes”. No obstante lo anterior, en la STC 190/2012 se indica  que ello no excluye la necesidad de establecer dos importantes matizaciones a su exigencia. La primera de ellas es la aquí relevante (la segunda se refiere a la subsanabilidad que no es la cuestión aquí debatida). A tal efecto se dispone que: “…a) De un lado, que si se mostrase que la cuantía de la tasa resulta tan elevada que impide “en la práctica el ejercicio del derecho fundamental o lo obstaculiza en un caso concreto en términos irrazonables”, sí cabría considerarla como incompatible con el art. 24.1 CE (SSTC 20/2012 y 79/2012), lo que hasta ahora sin embargo no se ha acreditado en ninguno de los asuntos sometidos a nuestro enjuiciamiento…”.

Tal doctrina parte por ello de la realidad de las tasas anteriores a las fijadas por la Ley 10/2012 que solamente operaban en relación a las personas jurídicas con un volumen de actividad muy importante y a la vista del recurso frecuente de las mismas a los Tribunales de Justicia, situación ésta que nada tiene que ver con las personas físicas, ya que las mismas en principio hacen un uso muy esporádico de los Tribunales de Justicia pudiendo no tener la cantidad reclamada relación alguna con los márgenes en los que se desarrolla su actividad económica (es lo que sucede en el presente caso en el que la reclamación se fundamenta en una posible responsabilidad médica con unas consecuencias muy importantes y que generan una cuantificación del perjuicio muy elevada y que ninguna relación tiene con los montos en los que se desarrollaba la economía de la demandante). 

Ello hace que se estime necesario analizar el presupuesto de la validez constitucional de la nueva tasa a fin de concretar si la misma afecta o no en concreto al ejercicio del derecho fundamental a la tutela judicial.

A tal efecto, cabe considerar que la posibilidad de fijar tasas a las personas físicas en el ámbito de la Administración de Justicia obedece a una decisión política que de entrada no se estima que sea contraria a la Constitución y al derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el art 24 de la misma (tampoco lo es el no fijar tasas como era el régimen precedente del actual). La base de ello se encuentra (y en relación al art 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Fundamentales), en la doctrina elaborada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Así, la STEDH, Sección 1ª, 19.06.2001 nº 28249/1995  (Kreuz contra Polonia) tras indicar que el derecho de acceso a un tribunal no es absoluto, ello no obstante, afirma que las restricciones que se pudieren imponer no han de ser incompatibles con el art 6,1 del Convenio, entendiendo que la compatibilidad existe si persigue una finalidad legítima y existe una relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el fin legítimo que se persigue (cita a tal efecto las STEDH  Tinnelly & Sons Ltd. y otros y McElduff y otros contra el juicio de Reino Unido de 10.07.1998). Igualmente afirma el TEDH que el control que lleva a cabo tiene por finalidad lograr que los derechos reconocidos en el Convenio no sean teóricos o ilusorios, sino derechos prácticos y efectivos. Partiendo de ello la sentencia (con referencia a la STEDH caso Tolstoi-Miloslavsky contra el juicio de Reino Unido de 13.07.1995) analiza la cuestión del pago de tasas judiciales,señalando que ello no es contrario al Convenio, si bien siempre es necesario tomar en consideración la cuantía de las tasas evaluadas a la luz de las circunstancias particulares de un caso dado, incluyendo la capacidad del solicitante para pagarlas, y la fase del procedimiento en la que ha sido la restricción impuesta. En semejante sentido cabe mencionar la STEDH caso Ait-Mouhoub contra Francia de 28.10.1998 en la que se partió del análisis de la cuantía de las tasas exigidas y desde la perspectiva de las circunstancias económicas de la persona afectada. 

Esta jurisprudencia del TEDH pone de manifiesto que la tasa judicial no es en si misma contraria al derecho a la tutela judicial efectiva, si bien si que lo puede ser según las concretas circunstancias de su regulación. 

Partiendo de lo expuesto, es necesario verificar en el caso concreto que aquí se plantea los márgenes de constitucionalidad a fin de ver si la norma concreta a aplicar en este caso entra o no dentro de los mismos. 

Tales límites comportan que (dada la doctrina del TEDH antes transcrita), sea posible tanto un sistema en el que no se exigieren tasas a las personas físicas (como el anteriormente vigente y de cuya constitucionalidad no se planteaban ni se plantean dudas), como aquel en el que esta exigencia si se dé, si bien en éste caso es necesario que ello se haga de forma muy cuidadosa y de forma que no se vea limitado el derecho a la tutela judicial efectiva. Es de hecho esta situación y la concreta regulación llevada a cabo, la que se estima necesario analizar por si la misma puede afectar al derecho a la tutela judicial efectiva en su modalidad de acceso a los recursos y en concreto en tanto en cuanto la misma no tiene en cuenta la capacidad económica de las personas físicas sujetas a la tasa mas allá de la exención de quienes ven reconocido su derecho a litigar gratuitamente. 

Tal posibilidad de cuantificación de las tasas considerando las posibilidades del sujeto pasivo se estima perfectamente posible desde el punto de vista constitucional y normativo, al permitirlo la regulación de las mismas. Así, la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos define las tasas (art 6) como los tributos cuyo hecho imponible consiste en la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público, la prestación de servicios o la realización de actividades en régimen de derecho público que se refieran, afecten o beneficien de modo particular al obligado tributario, cuando los servicios o actividades no sean de solicitud o recepción voluntaria para los obligados tributarios o no se presten o realicen por el sector privado. De cara a su cuantificación, los arts 7 y 8 establecen como esenciales los principios de equivalencia  y de capacidad económica. Así el art 7 indica que: “Las tasas tenderán a cubrir el coste del servicio o de la actividad que constituya su hecho imponible”. Por su parte el art 8 señala que: “En la fijación de las tasas se tendrá en cuenta, cuando lo permitan las características del tributo, la capacidad económica de las personas que deben satisfacerlas”.

En el presente caso, ya se ha indicado que la norma en cuestión (art 7 de la Ley 10/2012, en la redacción al mismo dada al mismo por el Real Decreto Ley 3/2013) no toma en consideración la capacidad económica de las personas físicas sujetas a ella mas allá de la exención de quienes ven reconocido su derecho a litigar gratuitamente. 

En cuanto a los efectos que esta no contemplación de la situación económica del sujeto pasivo pudiere tener, en el presente caso ya se ha indicado que afecta al abono de la tasa por un recurso de apelación que tiene una parte fija de 800 € (independiente de a cuantía del procedimiento) y una variable del 0,10 % de la base imponible con un límite de 2.000 € (aquí 750 €). De hecho, y como se ha indicado, la única previsión de la norma en cuanto a los medios con los que cuenta el sujeto pasivo, no son de aplicación en el supuesto objeto de esta causa, pues solamente se refieren a quienes tienen reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, al quedar exentos de la tasa (art 4,2,a) de la Ley 10/2012), situación ésta que no se da en la recurrente. De hecho, el abono de la tasa es el mismo para todo tipo de personas físicas que excedan de los márgenes para ver reconocido el derecho a litigar gratuitamente con independencia de su capacidad económica.

De cara a valorar la trascendencia constitucional de esta situación, ya se ha puesto de manifiesto que la STC 190/2012 (al analizar las tasas anteriores) indicó que su constitucionalidad se podrá poner en duda si se mostrase que la cuantía de la tasa resultase tan elevada que impidiere en la práctica el ejercicio del derecho fundamental o lo obstaculizare en un caso concreto en términos irrazonables. En iguales términos el TEDH (en las resoluciones antes mencionadas), destacó la necesidad de proporcionalidad,  debiéndose analizar las tasas a la luz de las circunstancias particulares del caso y en concreto la capacidad del solicitante para pagarlas. 

La doctrina expuesta pone de manifestó que el derecho a la tutela judicial se puede ver directamente afectado en el caso en que se impongan unas tasas judiciales elevadas que dificulten el acceso a la tutela (en el caso que aquí se analiza el acceso a los recursos que en el presente supuesto son plenamente procedentes desde la perspectiva de la normativa procesal). 

Ya se ha indicado que la tasa fijada en la Ley 10/2012 parte de una cuantía que, mas allá de la exención de quienes tienen reconocido el derecho a litigar gratuitamente, en nada toma en consideración la capacidad económica de las personas físicas sujetas a ella. La consideración de tal capacidad económica del sujeto pasivo de la tasa de cara a su cuantificación, desde el punto de vista teórico es posible (así lo establece la antes referida Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos), si bien ello no cabe entenderlo como requisito imprescindible, aunque en tal caso (no consideración de la capacidad económica del sujeto pasivo en la cuantificación de la tasa que es lo que sucede en la aquí analizada), es necesario que para que no se produzca una afectación del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, su monto (para todos sus sujetos pasivos que son quienes no tienen el derecho a litigar gratuitamente), ha de ser de tal índole (por su importe) que no implique un obstáculo insalvable o de muy difícil superación.   

En el presente supuesto, dados los términos de la cuantificación de la tasa que se han llevado a cabo, se estima que el importe de la tasa es elevado para personas como la demandante/apelante que, si bien no tienen reconocido el derecho a litigar gratuitamente, se encuentran en situaciones próximas a los límites legalmente establecidos.  A tal efecto (tras la reforma operada por el Real Decreto 3/2013), y analizando las circunstancias del caso concreto planteado, de cara al reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, se partiría de un nivel de ingresos de dos veces el IPREM (salvo circunstancias excepcionales), lo que supone un nivel de ingresos (computando pagas extraordinarias y dividiéndolo por mensualidades) de 14.919,28 €/año, lo que suponen 1.243,27 €/mes. Superados estos límites (y salvo concurrencia de circunstancias excepcionales y que implicasen el reconocimiento del derecho a la justicia gratuita, cosa que no se ha planteado en el presente caso) se debe abonar la tasa. 

Para recurrir en apelación (algo posible para reclamaciones de mas de 3.000 € - art 455,1 LEC), la cuota fija es de 800 € (mas la variable que en un caso como el presente asciende a 750 €), lo que además de suponer para las demandas de cuantía reducida un porcentaje muy importante de su importe, implica para un caso como el planteado (los ingresos de la recurrente con sus cargas familiares se indica no llegan a los 2.000 €), la necesidad de afrontar,  además del coste de los profesionales a los que ha acudido, una cantidad que en este caso es próxima al nivel de ingresos mensual de la parte, monto que en los casos como el presente de rentas próximas a los límites legales, comporta un nivel de exigencia muy importante dada la necesidad esencial de toda persona de atender a las necesidades y costes propios de la vida. 

Tras la reforma operada por el Real Decreto-Ley 3/2013 la situación se ha visto mejorada en relación a la situación derivada de la redacción originaria de la Ley 10/2012 (se ha rebajado el importe en su parte variable),  si bien tal reducción se estima que no ha sido de tal índole como para no afectar al derecho a la tutela judicial efectiva en su vertiente de acceso a los recursos (la aquí analizada) pues el importe de la tasa se puede seguir considerando elevado para personas físicas con niveles de ingresos próximos al límite que les impide ver reconocido el derecho a litigar gratuitamente, pues puede llegar en sede de apelación a los 2.800 € (en este caso es de 1.550 €), cantidad  que, como se ha indicado, implica un porcentaje muy importante de los ingresos de alguien como la demandante cuya situación es próxima a los límites de reconocimiento del derecho hasta el punto de indicar la misma la  imposibilidad de asumirla sin afectación de su situación. 

De lo expuesto se deduce que la tasa a hacer efectiva en el presente caso puede implicar una importante restricción (si no limitación) del derecho de acceso a los recursos. 

Ello hace que se considere que en lo que respecta a la tasa referente al acceso a los recursos (el caso analizado viene referido a la apelación) aplicable a las personas físicas, la previsión que se contiene en el art 7 de la Ley 10/2012 en la redacción del mismo dada por el Real Decreto-Ley 3/2013 tanto por su importe como por (en su caso) la no consideración de las circunstancias económicas del sujeto pasivo puede ser contraria al derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el art 24 de la Constitución Española en su modalidad de acceso a los recursos. 

Todo lo anterior lleva a la conclusión de estimar procedente plantear la cuestión de inconstitucionalidad por una posible contradicción con el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el art 24 de la Constitución Española respecto del art 7 de la Ley 10/2012 en la redacción del mismo dada por el Real Decreto-Ley 3/2013 por el importe de su cuantía fija y el de la variable cuando el sujeto de la tasa sea una persona física, tanto por su monto como por, en su caso, no haberse tomado en consideración en su cuantificación la capacidad económica del sujeto pasivo. 

Por lo expuesto,

DISPONGO 

1º) Suspender provisionalmente la tramitación de las presentes actuaciones respecto del recurso de apelación presentado el 27.06.2013  frente a la sentencia dictada por este Juzgado el pasado 18.02.2013 con todos los efectos que determina el art. 35 de la LOTC y hasta que el Tribunal Constitucional se pronuncie sobre su admisión.

2º) Plantear la cuestión de inconstitucionalidad del art 7 de la Ley 10/2012 en la redacción del mismo dada por el Real Decreto-Ley 3/2013, convalidado el 14.03.2013, por haber empleado de cara a su modificación el mecanismo del Real Decreto Ley con la posible contradicción con el art 86 de la Constitución Española. 

3º) Plantear la cuestión de inconstitucionalidad del art 7 de la Ley 10/2012 en la redacción del mismo dada por el Real Decreto-Ley 3/2013, convalidado el 14.03.2013, por una posible contradicción con el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el art 24 de la Constitución Española en su vertiente de derecho de acceso a los recursos respecto del art 7 de la Ley 10/2012 en la redacción del mismo dada por el Real Decreto-Ley 3/2013 por el importe de su cuantía fija y el de la variable cuando el sujeto de la tasa sea una persona física, tanto por su monto como por, en su caso, no haberse tomado en consideración en su cuantificación la capacidad económica del sujeto pasivo. 

Frente a este auto no cabe recurso alguno. 

Así lo acuerda, manda y firma Francisco de Paula Puig Blanes, Magistrado-Juez del Juzgado de 1ª Instancia nº 44 de Barcelona Doy Fé.

DILIGENCIA.- Seguidamente se cumple lo acordado. Doy Fé. 

